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Informe en derecho sobre la incompatibilidad del decreto ley 

N° 2191 de 1978 de Chile con el derecho internacional 

Amnistía Internacional y la Comisión Internacional de Juristas someten 
a consideración el presente Informe en derecho sobre la 
incompatibilidad del decreto ley N° 2191 de 1978 con el derecho 
internacional. El informe en derecho aborda las obligaciones 
internacionales del Estado en materia de derechos humanos (Punto I), la 
obligación de juzgar y castigar a los autores de violaciones a los derechos 
humanos (Punto II), la incompatibilidad de las amnistías para violadores 
de los derechos humanos con el derecho internacional (Punto III), el 
principio depacta sunt servanda (Punto IV) y la no aplicación de la 
amnistía por tribunales nacionales (Punto V). 

No huelga recordar, antes de entrar en materia, que la República de Chile ratificó en 
1972 el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos [1] y en 1990 la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos [2]. Igualmente, la República de 
Chile ratificó en 1988 la Convención contra la Tortura y otros Tratos y Penas Crueles 
Inhumanos y Degradantes así como la Convención interamericana para prevenir y 
sancionar la tortura. 

I.- Deber de Garantía del Estado 

El Derecho Internacional de Derechos Humanos impone dos grandes ordenes de 
obligaciones al Estado: uno un deber de abstención de conculcar los derechos 
humanos y otro un Deber de Garantía respecto de estos derechos. El primero, esta 
integrado por aquel conjunto de obligaciones que tienen que ver directamente con el 
deber de abstención del Estado de violar - por acción u por omisión - los derechos 
humanos, que implica así mismo asegurar, mediante las medidas necesarias, el goce 
y disfrute de estos derechos. Mientras que el segundo se refiere a las obligaciones del 
Estado de prevenir las violaciones, investigarlas, procesar y sancionar a sus autores y 
reparar los daños causados. En ese orden de ideas el Estado se coloca en una 
posición jurídica de garante de los derechos humanos, de la cual emergen 
obligaciones esenciales para la protección y garantía de estos. Es sobre esta base, que 
la jurisprudencia y la doctrina han elaborado el concepto de Deber de Garantía, como 
noción nuclear de la posición jurídica del Estado en materia de Derechos Humanos. 
En esa relación jurídica individuo-Estado, propia del Derecho Internacional de 
Derechos Humanos, la posición jurídica del Estado se caracteriza fundamentalmente 
de garante. El Deber de Garantía puede sintetizarse como el conjunto de 
"obligaciones de garantizar o proteger los derechos humanos...[y] consiste en su 
deber de prevenir las conductas antijurídicas y si éstas se producen, de investigarlas, 
de juzgar y sancionar a los culpables y de indemnizar a las víctimas" [3]. 

Este deber de garantía tiene su asidero jurídico tanto en el derecho internacional 
consuetudinario como en el derecho internacional convencional. El Deber de 
Garantía es un elemento expresamente consagrado en varios tratados de derechos 
humanos: la Convención Americana sobre Derechos (artículo 1, 1); la Convención 
Interamericana Sobre la Desaparición Forzada de Personas (artículo 1); la 
Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura (artículo 1); el Pacto 
Internacional de Derechos civiles y Políticos (articulo 2) y la Convención contra la 
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Tortura y otros tratos o penas crueles inhumanos o degradantes, entre otros. 
Igualmente, textos declarativos reiteran este deber, como la Declaración sobre la 
protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y los Principios 
relativos a una eficaz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, 
arbitrarias o sumarias [4]. 

Al analizar el artículo 1 (1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos recordó que los Estados partes han 
contraído la obligación general de proteger, de respetar y de garantizar cada uno de 
los derechos del Pacto con lo cual: 

"Los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos 
reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, 
del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la 
violación de los derechos humanos. [… y que] El Estado está en el deber jurídico de 
prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar 
seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro 
del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los responsables, de imponerles las 
sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una adecuada reparación" [5]. 

La jurisprudencia de tribunales internacionales de derechos humanos así como de 
órganos cuasi jurisdiccionales de derechos humanos, como el Comité de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, coinciden en que este deber de garantía esta integrado por cuatro 
obligaciones internacionales esenciales que le competen al Estado honrar: la 
obligación de investigar; la obligación de traducir en justicia y sancionar a los 
responsables; obligación de brindar justa y adecuada reparación a las víctimas y sus 
familiares y la obligación de establecer la verdad de los hechos. 

Estas obligaciones, que integran el Deber de Garantía, son de naturaleza 
complementaria y no son alternativas ni sustitutivas. Así, por ejemplo, lo ha 
explicado el Relator Especial sobre las Ejecuciones extrajudiciales, sumarias o 
arbitrarias, de las Naciones Unidas: 

"En virtud del derecho internacional los gobiernos están obligados a investigar en 
forma exhaustiva e imparcial toda denuncia de violación del derecho a la vida para 
identificar, someter a la justicia y castigar a los autores, obtener reparación a las 
víctimas o sus familiares y adoptar medidas eficaces para evitar que dichas 
violaciones se repitan en el futuro. Los dos componentes de esta cuádruple 
obligación son en sí mismo los elementos disuasorios más eficaces para impedir las 
violaciones de derechos humanos [...] el reconocimiento del derecho de las víctimas o 
de sus familiares a recibir una reparación adecuada equivale a reconocer la 
responsabilidad del Estado por los actos de sus órganos y es expresión de respeto 
hacia el ser humano. Conceder una reparación presupone el cumplimiento de la 
obligación de investigar las denuncias de violaciones de derechos humanos para 
identificar y procesar a los autores. Sin embargo, el pago de una compensación 
monetaria o de otro tipo a las víctimas o sus familiares antes o al finalizar esas 
investigaciones no exime a los gobiernos de la obligación de llevarlas a término" [6]. 

Las obligaciones que integran el Deber de Garantía, son ciertamente 
interdependientes. Así, la obligación de procesar y castigar a los responsables de 
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violaciones de derechos humanos está en estrecha relación con la de investigar los 
hechos. No obstante, "no es posible que el Estado elija cuál de estas obligaciones 
habrá de cumplir" [7]. Si estas pueden ser cumplidas separadamente una de otra, no 
deja por ello el Estado de estar obligado a cumplir todas y cada una de estas 
obligaciones. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha reiteradamente 
afirmado que las medidas de reparación a las víctimas y sus familiares así como el 
establecimiento de "Comisiones de la Verdad", no exonera en ningún caso al Estado 
de su obligación de llevar ante la justicia a los responsables de las violaciones de los 
derechos humanos e imponerle sanciones [8]. En el caso de Chile, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos expresamente consideró que: 

"El reconocimiento de responsabilidad realizado por el Gobierno, la investigación 
parcial de los hechos, y el pago posterior de compensaciones no son, por sí mismas, 
suficientes para cumplir con las obligaciones previstas en la Convención. Según lo 
dispuesto en el artículo 1.1 de ésta, el Estado tiene la obligación de investigar las 
violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción, a fin de 
identificar a los responsables, de imponerles sanciones pertinentes y de asegurar a la 
víctima una adecuada reparación." [9] 

En el caso de El Salvador, La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
recordó, que pese a la importancia que tuvo la Comisión de la Verdad para establecer 
los hechos relacionados con las violaciones más graves y para promover la 
reconciliación nacional, este tipo de Comisiones: 

"Tampoco sustituyen la obligación indelegable del Estado de investigar las 
violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción, de 
identificar a los responsables, de imponerles sanciones y de asegurar a la víctima una 
adecuada reparación (artículo 1(1) de la Convención Americana), todo dentro de la 
necesidad imperativa de combatir la impunidad." [10] 

II.- Obligación de juzgar y castigar 

La obligación de juzgar y sancionar a los autores de violaciones a los derechos 
humanos, como expresión del deber de garantía, tiene su asidero jurídico en el 
artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como en el artículo 1 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha recordado que, a la luz de sus 
obligaciones bajo la Convención Americana sobre Derechos Humanos: 

"El Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las violaciones de 
los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las 
violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de 
identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar 
a la víctima una adecuada reparación." [11] 

En varias sentencias la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha recordado 
que los Estados partes a la Convención Americana sobre Derechos Humanos tienen 
la obligación internacional de juzgar y sancionar a los responsables de violaciones a 
los derechos humanos [12]. Esta obligación esta directamente relacionada con el 
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derecho de toda persona a ser oída por un tribunal competente, independiente e 
imparcial, para la determinación de sus derechos y con el derecho a un recurso 
efectivo, consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Como lo ha recordado la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos: 

"La Convención Americana garantiza a toda persona el acceso a la justicia para hacer 
valer sus derechos, recayendo sobre los Estados Partes los deberes de prevenir, 
investigar identificar y sancionar a los autores intelectuales y encubridores de 
violaciones a los derechos humanos. […] El artículo 8.1 de la Convención Americana 
guarda relación directa con el artículo 25 en relación con el artículo 1.1, ambos de la 
misma, que asegura a toda persona un recurso rápido y sencillo para lograr, entre 
otros resultados, que los responsables de las violaciones a los derechos humanos 
sean juzgados" [13] 

El incumplimiento de esta obligación se traduce en denegación de justicia y, por 
tanto, en impunidad, entendida esta última como "la falta en su conjunto de 
investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de 
las violaciones de los derechos" [14]. Por ello, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha recordado que: 

"[…]el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los medios 
legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las 
violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus 
familiares." [15] Y que 

"El Estado tiene el deber de evitar y combatir la impunidad" [16] 
 
Desde el ángulo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, esta 
obligación de juzgar y sancionar a los responsables de violaciones a los derechos 
humanos es igualmente existente. Así, el Comité de Derechos Humanos ha recordado 
que: 

"…el Estado Parte tiene el deber de investigar a fondo las presuntas violaciones de 
derechos humanos, en particular las desapariciones forzadas de personas y las 
violaciones del derecho a la vida, y de encausar penalmente, juzgar y castigar a 
quienes sean considerados responsables de esas violaciones. Este deber es aplicable a 
fortiori en los casos en que los autores de esas violaciones han sido 
identificados." [17] 

Existe sin lugar a dudas una obligación de procesar judicialmente y de castigar a los 
autores de violaciones de derechos humanos. Esta obligación no sólo esta regulada 
por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, sino por otros instrumentos internacionales. En ese 
sentido cabe destacar; la Convención de Naciones Unidas contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas. 

Esta obligación no sólo es de carácter convencional. Así lo reconoció el Comité contra 
la Tortura, al considerar casos de tortura anteriores a la entrada en vigencia de la 
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Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes. El Comité contra la Tortura recordó que la obligación de castigar a los 
responsables de actos de tortura era ya exigible toda vez que "existía una norma 
general de derecho internacional que obliga a los Estados a tomar medidas eficaces 
[...] para castigar su práctica [de la tortura]" [18]. El Comité contra la Tortura 
fundamentó su consideración en los "principios del fallo del Tribunal Internacional 
de Nuremberg" y el derecho a no ser torturado contenido en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

El nexo connatural entre el Derecho a la Justicia y la obligación de impartir justicia 
es evidente. El deber de impartir justicia que le compete al Estado tiene su asidero en 
normas convencionales, pero también en el carácter justiciable que tienen los 
derechos humanos. Un derecho cuya transgresión no sea susceptible de ser conocida 
por la justicia es un derecho imperfecto. Por el contrario, los derechos humanos son 
derechos básicos y por tanto no es posible que un ordenamiento jurídico, que se 
asienta precisamente en ellos, no contemple su justiciabilidad. No es concebible en 
este caso la ausencia de protección judicial, so pena de destruir la noción misma de 
orden jurídico. Tal como lo expresara el Experto sobre el derecho de restitución, 
indemnización y rehabilitación de las Naciones Unidas: 

"resulta difícil imaginar un sistema judicial que vele por los derechos de las víctimas 
y se mantenga al mismo tiempo indiferente e inactivo ante los flagrantes delitos de 
quienes los han violado" [19]. 

La responsabilidad del Estado no sólo se encuentra comprometida cuando el Estado 
a través de la conducta activa u omisiva de sus agentes lesiona en cabeza de un 
individuo un derecho, sino también cuando el Estado omite ejercer las acciones 
pertinentes en orden a investigar los hechos, procesar y sancionar a los responsables 
y reparar, o cuando entraba la acción de la Justicia. Así, la transgresión o 
inobservancia por el Estado de este Deber de Garantía compromete su 
responsabilidad internacional. Este principio fue establecido tempranamente en el 
Derecho Internacional, y uno de los primeros precedentes jurisprudenciales lo 
constituye el laudo arbitral proferido el 1 de mayo de 1925, por el profesor Max 
Huber en el asunto de las reclamaciones británicas por daños causados a los súbditos 
británicos en la zona española de Marruecos [20]. En este laudo arbitral, el profesor 
Max Huber recordaba que, según el derecho internacional: 

"La responsabilidad del Estado puede quedar comprometida […] por falta de 
vigilancia en la prevención de los actos dañinos, pero también por falta de diligencia 
en la persecución penal de los infractores. […] Esta admitido que de una manera 
general, la represión de los delitos no solamente es una obligación legal de las 
autoridades competentes, pero también,[…] un deber internacional del Estado" [21] 

La no observancia de este Deber de Garantía no se limita entonces a los aspectos de 
prevención, como lo describiera la Misión de Observadores de las Naciones Unidas 
en El Salvador (ONUSAL): 

"la responsabilidad del Estado puede resultar no sólo de la falta de vigilancia en la 
prevención de los actos dañosos, sino también de la falta de diligencia en la 
persecución penal de los responsables y en la aplicación de las sanciones civiles 
requeridas" [22]. 
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Al mantener la impunidad de las violaciones de los derechos humanos, el Estado 
viola sus obligaciones internacionales y compromete su responsabilidad 
internacional. La Corte Interamericana de Derechos Humanos a recordado al 
respecto que: 

" Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se 
restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede 
afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las 
personas sujetas a su jurisdicción." [23] 

III.- Incompatibilidad de la amnistía y la obligación de juzgar y castigar 

Las amnistías y otras medidas similares que impiden que los autores de violaciones a 
los derechos humanos sean llevados ante los tribunales, juzgados y sancionados, son 
incompatibles las obligaciones que impone el derecho internacional de los derechos 
humanos a los Estados. Por un lado estas amnistías son incompatibles con la 
obligación de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de violaciones a los 
derechos humanos. Asimismo, estas amnistías son incompatibles con la obligación 
del Estado de garantizar el derecho de toda persona a un recurso efectivo y a ser oída 
por un tribunal independiente e imparcial para la determinación de sus derechos. La 
jurisprudencia internacional ha sido coherente y consistente en esta materia. 

El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en su Comentario general 
N° 20 (sobre el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
concluyó que 

"Las amnistías son generalmente incompatibles con la obligación de los Estados de 
investigar tales actos, de garantizar que no se cometan tales actos dentro de su 
jurisdicción y de velar por que no se realicen tales actos en el futuro. Los Estados no 
pueden privar a los particulares del derecho a una reparación efectiva, incluida la 
indemnización y la rehabilitación más completa posible." [24] 

El Comité de Derechos Humanos ha reiteradamente reafirmado esta jurisprudencia 
al examinar amnistías adoptadas por Estados partes al Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. En sus "Observaciones finales" a Chile, el Comité de 
Derechos Humanos, en 1999, consideró 

"El Decreto ley de amnistía, en virtud del cual se concede amnistía a las personas que 
cometieron delitos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1978, impide 
que el Estado parte cumpla sus obligaciones, con arreglo al párrafo 3 del artículo 2, 
de garantizar la reparación efectiva a cualquier persona cuyos derechos y libertades 
previstos en el Pacto hayan sido violados. El Comité reitera la opinión expresada en 
su Observación General 20, de que las leyes de amnistía respecto de las violaciones 
de los derechos humanos son generalmente incompatibles con el deber del Estado 
parte de investigar esas violaciones, garantizar que las personas no estén sujetas a 
dichas violaciones dentro de su jurisdicción y velar por que no se cometan 
violaciones similares en el futuro." [25] 

En 1995, en sus "Observaciones finales" a Argentina, el Comité de Derechos 
Humanos concluyó, que al negar el derecho a un recurso eficaz a quienes fueran 
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víctimas de violaciones de derechos humanos durante el período de gobierno 
autoritario, la Ley No. 23521 (Ley de obediencia debida) y la Ley No. 23492 (Ley de 
punto final) violaban los párrafos 2 y 3 del artículo 2 y el párrafo 5 del artículo 9 del 
Pacto, con lo cual: 

"los compromisos asumidos por el Estado Parte con respecto a su reciente pasado 
autoritario, especialmente la Ley de obediencia debida y la Ley de punto final y el 
indulto presidencial a los altos jefes militares son incompatibles con los requisitos 
del Pacto." [26] 

El Comité de Derechos Humanos, en sus "Observaciones finales" de noviembre 
2000, recordó al Estado argentino que: 

"Las violaciones graves de los derechos civiles y políticos durante el gobierno militar 
deben ser perseguibles durante todo el tiempo necesario y con toda la retroactividad 
necesaria para lograr el enjuiciamiento de sus autores." [27] 

En el caso de la ley de amnistía de Perú de 1995, el Comité de Derechos Humanos 
concluyó, que al impedir "la investigación y el castigo apropiados de los autores de 
violaciones de los derechos humanos cometidas, esta ley constituye una violación de 
la obligación contenida en el artículo 2 del Pacto de derechos Civiles y Políticos. [28] 

En el caso de la amnistía otorgada al personal civil y militar por las violaciones de los 
derechos humanos de los civiles que puedan haberse cometido en el curso de la 
guerra civil en el Libano, el Comité de Derechos Humanos recordó que: 

"Esa amnistía generalizada puede impedir que se investigue y se castigue 
debidamente a los autores de violaciones de los derechos humanos en el pasado, 
socavar los esfuerzos por imponer la observancia de los derechos humanos y 
obstaculizar los esfuerzos por consolidar la democracia." [29] 

En sus "Observaciones finales" a Francia, en mayo de 1997, el Comité de Derechos 
Humanos concluyó que: 

"las leyes de amnistía de noviembre de 1988 y enero de 1990 para Nueva Caledonia 
son incompatibles con la obligación de Francia de investigar las presuntas 
violaciones de los derechos humanos." [30] 

En igual sentido, el Comité de Derechos Humanos se ha pronunciado respecto de las 
leyes de amnistía de El Salvador [31], Haití [32] yUruguay [33]. El Comité de 
Derechos Humanos ha destacado que esta clase de amnistías contribuyen a crear una 
atmósfera de impunidad para los perpetradores de violaciones de los derechos 
humanos y socavan los esfuerzos encaminados a restablecer el respeto de los 
derechos humanos y el estado de derecho, situaciones que son contrarias a las 
obligaciones de los Estados bajo el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. 

Tratándose de la incompatibilidad de las amnistías y la Convención Americana de 
Derechos Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha 
reiteradamente concluido que: 
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"la aplicación de las amnistías hace ineficaces y sin valor las obligaciones 
internacionales de los Estados partes impuestas por el artículo 1.1 de la Convención; 
en consecuencia constituyen unaviolacióndedichoartículoy eliminan la medidamás 
efectiva para poner en vigencia tales derechos, cual es el enjuiciamiento y castigo a 
los responsables." [34] 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha considerado que: 

"dichas leyes [de amnistía] eliminan la medida más efectiva para la vigencia de los 
derechos humanos, vale decir, el enjuiciamiento y castigo a los responsables." [35] 

En el caso del Decreto-Ley 2191 de 1978 de Chile, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos consideró que la amnistía viola el derecho a la justicia que les 
asiste a los familiares de las víctimas, de identificar a sus autores y de que se 
establezcan sus responsabilidades y sanciones correspondientes, y a obtener 
reparación judicial por parte de éstos. Asimismo, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos consideró que la amnistía del régimen militar constituía una 
violación de los artículos 1.1 y 2 del la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y que su aplicación genera denegación del derecho a la justicia, lo que 
viola los artículos 8 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica. La Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos concluyó, en sus Informes N° 34/96, 36/96, y 
25/98, que: 

"el Decreto Ley No. 2191 de auto-amnistía, dictado en el año 1978 por el pasado 
régimen militar de Chile, es incompatible con las disposiciones de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, ratificada por ese Estado el 21 de agosto de 
1990." [36] 
 
En el caso de la amnistía de El Salvador, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos ha concluido reiteradamente que esta ley es incompatible con las 
obligaciones del Estado bajo la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos [37]. En uno de sus dictámenes la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos concluyó que 

"Estas leyes de amnistía han privado a importantes sectores de la población del 
"derecho a la justicia en sus justos reclamos contra quienes cometieron excesos y 
actos de barbarie en su contra"." [38] 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en los casos de las leyes de 
amnistía de Argentina y de Uruguay, concluyó que estas disposiciones eran 
incompatibles con el artículo XVIII (Derecho de Justicia) de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y los artículos 1, 8 y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos." [39] 

La incompatibilidad de las leyes de amnistía fue implícitamente reconocida por la 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos, realizada bajo auspicios de las Naciones 
Unidas en junio de 1993, en Viena. La Declaración y Programa de Acción de Viena, 
adoptada por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, contiene una cláusula 
acorde a la cual: 

http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb34
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb35
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb36
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb37
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb38
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb39
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"los gobiernos deben derogar la legislación que favorezca la impunidad de los autores 
de violaciones graves de derechos humanos, como la tortura, y castigar esas 
violaciones, consolidando así las bases del imperio de la ley" [40]. 

IV.- Pacta sunt servanda 

Es un principio general de derecho internacional e universalmente reconocido que 
los Estados deben ejecutar de buena fe los tratados y las obligaciones internacionales 
que dimanan de estos. Este principio general del derecho internacional tiene como 
corolario que las autoridades de un país no pueden argumentar obstáculos de 
derecho interno para sustraerse a sus compromisos internacionales. La existencia de 
normas constitucionales, legislativas o reglamentarias no puede ser invocada para no 
ejecutar obligaciones internacionales o para modificar su cumplimiento. Este es un 
principio general del derecho de gentes reconocido por la jurisprudencia 
internacional [41]. Igualmente, la jurisprudencia internacional ha reiterado que de 
acuerdo a este principio las decisiones de tribunales nacionales no pueden ser 
esgrimidas como óbice para el cumplimiento de obligaciones internacionales [42]. 

Este principio y su corolario han sido acrisolados en los artículos 26 y 27 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, ratificada por la República de 
Chile. [43] No huelga destacar que la jurisprudencia chilena ha reconocido 
expresamente el carácter imperativo del principio pacta sunt servanda. La Corte 
Suprema de Justicia de Chile, en su fallo del 26 de octubre de 1995, afirmó que: 

"es un principio reconocido universalmente que las Naciones civilizadas no pueden 
invocar su Derecho Interno para eludir obligaciones y compromisos 
internacionalmente por dichos tratados, lo que ciertamente de producirse sí 
debilitaría el estado de derecho." [44] 

El Derecho Internacional de los Derechos Humanos no es ajeno a este principio. Así 
lo ha reiterado la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En su Opinión 
consultiva sobre "Responsabilidad Internacional por Expedición y Aplicación de 
Leyes Violatorias de la Convención" la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
recordó que: 

"Según el derecho internacional las obligaciones que éste impone deben ser 
cumplidas de buena fe y no puede invocarse para su incumplimiento el derecho 
interno. Estas reglas pueden ser consideradas como principios generales del derecho 
y han sido aplicadas, aún tratándose de disposiciones de carácter constitucional, por 
la Corte Permanente de Justicia Internacional y la Corte Internacional de 
Justicia" [45] 

Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que: 

"Son muchas las maneras como un Estado puede violar un tratado internacional y, 
específicamente, la Convención. En este último caso, puede hacerlo, por ejemplo, 
omitiendo dictar las normas a que está obligado por el artículo 2 [de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos]. También, por supuesto, dictando 
disposiciones que no estén en conformidad con lo que de él exigen sus obligaciones 

http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb40
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb41
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb42
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb43
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb44
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb45
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dentro de la Convención. Si esas normas se han adoptado de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico interno o contra él, es indiferente para estos efectos." [46] 

Si una ley de un país viola derechos protegidos por un tratado internacional y/u 
obligaciones que dimanan de este, el Estado compromete su responsabilidad 
internacional. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reiterado este 
principio en varias oportunidades, y en particular en su Opinión Consultiva No. 14: 

"La promulgación de una ley manifiestamente contraria a las obligaciones asumidas 
por un Estado al ratificar o adherir a la Convención constituye una violación de ésta 
y[...], en el evento que esa violación afecte derechos y libertades protegidos respecto 
de individuos determinados, genera responsabilidad internacional para el 
Estado" [47] 

Tratándose de leyes de amnistía incompatibles con obligaciones internacionales de 
los Estados bajo la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha recordado que una ley de amnistía no 
puede servir de justificación para no cumplir el deber de investigar y de conceder 
acceso a la justicia. La Corte ha expresado: 

"Los Estados no pueden, para no dar cumplimiento a sus obligaciones 
internacionales, invocar disposiciones existentes en su derecho interno, como lo es 
en este caso la Ley de Amnistía […] que a juicio de esta Corte, obstaculiza la 
investigación y el acceso a la justicia. Por estas razones, el argumento [...] en el 
sentido de que le es imposible cumplir con ese deber de investigar los hechos que 
dieron origen al presente caso debe ser rechazado." [48] 

Así lo ha reiterado el Comité de Derechos Humanos, en sus observaciones finales a 
Perú, en 1996. El Comité de Derechos Humanos al concluir que la ley de amnistía y la 
ley de interpretación de la ley de amnistía adoptadas por la administración del 
Presidente Fujimori eran incompatibles con las obligaciones del Perú bajo el Pacto 
Internacional de Derechos civiles y Políticos, subrayó que: 

"la legislación nacional no puede modificar las obligaciones internacionales 
contraídas por un Estado Parte en virtud del Pacto." [49] 

Igualmente, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha reiterado este 
principio al concluir que el Decreto Ley N° 2191 de amnistía es incompatible con las 
obligaciones de Chile bajo la Convención Americana sobre Derechos Humanos: 

"El Estado chileno no puede justificar, desde la perspectiva del Derecho 
internacional, el incumplimiento de la Convención, alegando que la autoamnistía fue 
decretada por el gobierno anterior o que la abstención y omisión del Poder 
Legislativo de derogar dicho Decreto-Ley, o que los actos del Poder Judicial que 
confirman su aplicación […] ya que la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados establece en su artículo 27 que un Estado parte no podrá invocar las 
disposiciones de derecho interno como justificación del incumplimiento de un 
tratado." [50] 

  

http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb46
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb47
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb48
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb49
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb50
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V .- La no aplicación de la amnistía por tribunales nacionales 

La responsabilidad del Estado se ve comprometida desde el momento en que 
cualquiera de sus órganos incurre en una violación de una obligación internacional, 
ya sea por acción o por omisión. Este es un principio del derecho internacional 
consuetudinario [51], reconocido ampliamente por la jurisprudencia internacional. 
Este principio esta reflejado en el Proyecto de artículos sobre responsabilidad de los 
Estados, que la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas viene 
elaborando desde 1955, en cumplimiento del mandato que le confiriera la Asamblea 
General de las Naciones Unidas para codificar los principios del derecho 
internacional que rigen la responsabilidad de los Estados [52]. El artículo 6 de dicho 
proyecto reza así: 

"El comportamiento de un órgano del Estado se considerará un hecho de ese Estado 
según el derecho internacional, tanto si ese órgano pertenece al poder constituyente, 
legislativo, ejecutivo, judicial u a otro poder, como si sus funciones tienen un carácter 
internacional o interno y cualquiera que sea su posición, superior o subordinada, en 
la organización del Estado." [53] 

El Derecho Internacional de los Derechos Humanos no es ajeno a este principio. Así 
lo han reafirmado la Corte Interamericana de Derechos Humanos [54], la Corte 
Europea de Derechos Humanos [55] y la Comisión Europea de Derechos 
Humanos [56]. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en una de sus 
decisiones sobre la incompatibilidad del Decreto Ley N° 2191 de 1978 con la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, recordó que: 
 
"Si bien internamente los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial son distintos e 
independientes, los tres poderes del Estado conforman un sola unidad indivisible del 
Estado de Chile que, en el plano internacional, no admite tratamientos por separado 
y, por ello, Chile asume la responsabilidad internacional por los actos de sus órganos 
del poder público que transgreden los compromisos internacionales derivados de los 
tratados internacionales." [57] 

En este marco jurídico, los tribunales deben cumplir con las obligaciones 
internacionales del Estado, que en el marco de su competencia les incumbe. Estas 
son, en lo que es materia de este informe en derecho: administrar justicia de manera 
independiente e imparcial, con la observancia de las garantías judiciales; investigar, 
procesar y sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos; y garantizar 
el derecho a la justicia y a un recurso efectivo a las víctimas de violaciones de 
derechos humanos y sus familiares. Una actuación de un tribunal que contrariara 
esta obligación, ya fuese por acción u por omisión, sería una denegación de justicia y 
una violación de las obligaciones internacionales del Estado, comprometiendo así la 
responsabilidad internacional de este. 

La aplicación por un tribunal nacional de una ley de amnistía incompatible con las 
obligaciones internacionales del Estado y violatoria de derechos humanos 
internacionalmente amparados, constituye una violación de las obligaciones 
internacionales del Estado. En el caso de la aplicación del Decreto-Ley No. 2191 de 
1978, en causas judiciales, por tribunales nacionales, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ha concluido: 

http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb51
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb52
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb53
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb54
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb55
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb56
http://old.icj.org/ecrire/articles.php3?id_article=3229#nb57
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"Que la sentencia de la Corte Suprema de Chile, dictada el 28 de agosto de 1990 y su 
confirmatoria de 28 de septiembre del mismo año, que declara constitucional y de 
aplicación obligatoria por el Poder Judicial el citado "Decreto-Ley" No. 2191, cuando 
ya había entrado en vigor para Chile la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, viola lo dispuesto por los artículos 1.1 y 2 de la misma." [58] 

"Que las decisiones judiciales de sobreseimiento definitivo dictadas en las causas 
criminales abiertas por la detención y desaparición de las 70 personas a cuyo nombre 
se inició el presente caso, no sólo agravan la situación de impunidad, sino que, en 
definitiva, violan el derecho a la justicia que les asiste a los familiares de las víctimas, 
de identificar a sus autores y de que se establezcan sus responsabilidades y sanciones 
correspondientes, y obtener reparación judicial por parte de éstos." [59] 

La obligación internacional del Estado de investigar, procesar y sancionar a los 
autores de violaciones a los derechos humanos se realiza a través de la actividad 
judicial. Así que los tribunales están en el deber de ejecutar tal obligación, de lo 
contrario comprometen la responsabilidad del Estado. En este marco jurídico, un 
tribunal no solo debe abstenerse de aplicar una ley de amnistía incompatible con las 
obligaciones internacionales del Estado y violatoria de derechos humanos 
internacionalmente amparados, sino que debe asimismo proceder a investigar, 
procesar y sancionar a los autores de violaciones a los derechos humanos. En el caso 
de los tribunales de Chile, ello no sólo dimana del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos sino del claro precepto constitucional del artículo 5 de la 
Constitución de la República de Chile que estipula: 

"El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos 
esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado 
respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por 
los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes." 

En orden a las anteriores consideraciones, Amnistía Internacional y la Comisión 
Internacional de Juristas consideran que un tribunal de justicia de la República de 
Chile no puede aplicar la ley de amnistía N° 2191 de 1978, violatoria de derechos 
humanos internacionalmente protegidos, sin violar las obligaciones internacionales 
del Estado y su propia Constitución.  

Londres, Reino Unido, el 15 de diciembre 2000 
Hugo Rodríguez Brignardello 
Consejero Jurídico para América 
Secretariado Internacional – Londres 
Amnistía Internacional  
 
 
Ginebra, Suiza, el 15 de diciembre 2000, 
Federico Andreu-Guzmán  
Consejero Jurídico para América Latina y el Caribe 
Comisión Internacional de Juristas 
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